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RECURSO 134/2026 
RESOLUCIÓN 165/2026 
 
 
Resolución 165/2026, de 16 de julio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación interpuesto por Advance 
Engineering Mademan, S.L. contra la adjudicación del contrato del 
suministro, entrega e instalación de una cámara térmica de vacío y 
lámparas para el módulo de investigación cibernética de la 
Universidad de León (expediente n.º SUM004/2026). 

 
 
I 

ANTECEDENTES 
 

Primero.- Mediante resolución de la rectora de la Universidad de León 
de 25 de mayo de 2026 se adjudica el contrato de suministro, entrega e 
instalación de una cámara térmica de vacío y lámparas para el módulo de 
investigación cibernética de la Universidad de León (expediente n.º 
SUM004/2026), a Syntegon Telstar Technologies, S.L.U. 

 
El 26 de mayo de 2026 se publica la resolución de adjudicación en la 

Plataforma de Contratación del Sector Público.  
 

Segundo.- El 27 de mayo de 2026 Advance Engineering Mademan, 
S.L., representada por Mademan Investment, S.L. y, en nombre de esta, por 
D. yyy, interpone recurso especial en materia de contratación contra la referida 
resolución de adjudicación, en el que solicita “se declare no ajustada a Derecho 
la valoración efectuada respecto del criterio `2.4 Inversión en infraestructura 
para adecuación de los equipos´ y se reconozca a la oferta presentada por 
AVANCEM la puntuación correspondiente prevista en dicho apartado, al 
resultar acreditado que la propuesta excluía expresamente la existencia de 
inversiones adicionales a asumir por la Universidad de León, ordenándose en 
consecuencia la recalificación de las ofertas y la adjudicación del contrato 
conforme a la puntuación resultante”. Subsidiariamente “para el supuesto de 
no estimarse procedente la asignación directa de puntuación, se declare la 
nulidad parcial de la valoración efectuada respecto del criterio 2.4 y se ordene 
la retroacción de actuaciones al momento inmediatamente anterior a la 
valoración de dicho criterio, procediéndose a una nueva valoración conforme 
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a los principios de igualdad, transparencia, homogeneidad y estricta 
vinculación al PCAP”. 

 
Tercero.- Se han recibido en este Tribunal el expediente y el informe 

del órgano de contratación de 29 de mayo de 2026, en el que se opone a la 
estimación del recurso.  
 

Cuarto.- Conferido traslado del recurso a los licitadores, el 8 de junio 
presenta alegaciones Syntegon Telstar Technologies, S.L.U. en las que solicita 
la desestimación del recurso. 

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 del de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de 
febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la recurrente para 

interponer el recurso especial y su representación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la LCSP.  

 
El recurso se ha interpuesto frente al acuerdo de adjudicación de un 

contrato de suministro, cuyo valor estimado (285.000 euros) es superior a 
100.000 euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de 
contratación, conforme al artículo 44.1.a) y 2.c) de la LCSP.  

 
El recurso contra la adjudicación se ha interpuesto en el plazo previsto 

en el artículo 50.1.d) de la LCSP. 
 
3º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 

determinar si la adjudicación del contrato se ajusta al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo, 
y en especial, al pliego de cláusulas administrativas particulares (PCAP) y al 
pliego técnico (PPT), que constituyen la ley del contrato, tal como viene 
afirmando reiteradamente nuestra jurisprudencia. 
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Se alega en el recurso que se ha realizado una incorrecta evaluación de 
las ofertas en lo referente a la aplicación de un criterio sujeto a juicio de valor. 

 
Sobre la valoración técnica de las ofertas presentadas por los licitadores 

y su enjuiciamiento y control por los tribunales, conviene recordar que la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo ha señalado, de manera reiterada, que la 
Administración goza de discrecionalidad técnica en la ponderación de criterios 
evaluables en función de juicios de valor; por lo que, al tratarse de cuestiones 
que se evalúan aplicando criterios estrictamente técnicos, el Tribunal no puede 
corregirlos aplicando criterios jurídicos. Resulta manifiesto que este Tribunal 
carece de la suficiente formación para entrar en consideraciones estrictamente 
técnicas. Ello no obsta para que el Tribunal pueda analizar tal valoración, pero 
tal examen debe quedar circunscrito a sus aspectos formales, tales como 
normas de competencia o procedimiento, la vigilancia de que en la valoración 
no se hayan aplicado criterios arbitrarios o discriminatorios o que no se haya 
incurrido en error material. 

 
La sentencia del Tribunal Supremo de 14 de julio de 2000 señala que la 

“discrecionalidad técnica reduce las posibilidades del control de dicha actividad 
evaluadora, que prácticamente estarán constituidas por estos dos básicos 
supuestos: el de la inobservancia de los elementos reglados -cuando éstos 
existan-, y el del error ostensible o manifiesto; y, consiguientemente, deja 
fuera de ese limitado control posible a aquellas pretensiones de los interesados 
que solo postulen una evaluación alternativa a la del órgano calificador, pero 
moviéndose también dentro de ese aceptado espacio de libre apreciación, y 
no estén sustentadas con un posible error manifiesto”. 

 
Por su parte, la sentencia del Tribunal Supremo de 24 de julio de 2012, 

entre otras, declara que “la discrecionalidad técnica expresada conduce a 
partir de una presunción de certeza o de razonabilidad de la actuación 
administrativa, apoyada en la especialización y la imparcialidad de los órganos 
establecidos para realizar la calificación. De modo que dicha presunción iuris 
tantum sólo puede desvirtuarse si se acredita la infracción o el 
desconocimiento del proceder razonable que se presume en el órgano 
calificador, bien por desviación de poder, arbitrariedad o ausencia de toda 
posible justificación del criterio adoptado, entre otros motivos, por fundarse 
en patente error, debidamente acreditado por la parte que lo alega. Por ello, 
la discrecionalidad técnica reduce las posibilidades de control jurisdiccional 
sobre la actividad evaluadora de los órganos de la Administración 
prácticamente a los supuestos de inobservancia de los elementos reglados del 
ejercicio de la potestad administrativa y de error ostensible o manifiesto, 
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quedando fuera de ese limitado control aquellas pretensiones de los 
interesados que sólo postulen una evaluación alternativa a la del órgano 
calificador, moviéndose dentro del aceptado espacio de libre apreciación, y no 
estén sustentadas con un posible error manifiesto”. 

 
Todo ello en el bien entendido de que, como refiere la sentencia de la 

Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo de 10 de mayo de 
2017 (Rec. 2504/2015) “la discrecionalidad técnica de la que, ciertamente, 
están dotados los órganos de contratación para resolver cuál es la oferta más 
ventajosa no ampara cualquier decisión que pretenda fundarse en ella ni se 
proyecta sobre todos los elementos en cuya virtud deba producirse la 
adjudicación. Jugará, por el contrario, solamente en aquellos que, por su 
naturaleza, requieran un juicio propiamente técnico para el cual sean 
necesarios conocimientos especializados”. 
 

La doctrina de la discrecionalidad técnica se ha acogido plenamente por 
los tribunales administrativos de recursos contractuales. Como señalan, por 
todas, las resoluciones 181/2024, de 19 de diciembre, 139/2024, de 10 de 
octubre, o 63/2024, de 16 de mayo, de este Tribunal, “Ello supone que, al 
tratarse de aspectos que se evalúan con criterios estrictamente técnicos, el 
Tribunal no puede corregirlos aplicando criterios jurídicos, sin perjuicio de que 
puedan ser objeto de análisis cuestiones como las antes apuntadas (aspectos 
formales de la valoración -como las normas de competencia o de 
procedimiento, por ejemplo; que en la valoración no se hayan aplicado criterios 
arbitrarios o discriminatorios; o que se haya incurrido en omisión o error 
material al efectuarla). Fuera de estos aspectos, el Tribunal debe respetar los 
resultados de dicha valoración”.  
 

4º.- Expuesto lo anterior, en el presente caso la recurrente considera 
que debió recibir la máxima puntuación en el criterio sujeto a juicio de valor 
del apartado J.2.4 del anexo I del PCAP, cuestionando la puntuación que se le 
otorgó (0 puntos) en el mismo.  

 
Tal criterio valora con un máximo de 5 puntos la “Inversión en 

infraestructura para adecuación de los equipos” de modo que “Se otorgará la 
máxima puntuación a la oferta con menor coste de instalación (infraestructura 
y equipos eléctricos, mecánicos, térmicos, etc.). El resto de ofertas se 
valorarán proporcionalmente entre el máximo coste (0 puntos) y el mínimo”. 

 
Afirma el recurso que “la propia rúbrica del criterio permite entender 

razonablemente que lo valorable era el eventual coste de adecuación a asumir 
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por el órgano de contratación respecto de sus infraestructuras, y no los costes 
internos de ejecución o puesta en marcha asumidos por cada licitador dentro 
de su propia oferta económica. (…) evitando extender de forma no homogénea 
el concepto de `coste de instalación´ a costes internos de ejecución asumidos 
por cada licitador (…)”. 

 
De este modo, indica que su oferta “establecía expresamente que no 

resultaba necesaria inversión adicional alguna por parte de la Universidad de 
León, recibiendo pese a ello la mínima puntuación prevista (CERO) en el 
criterio 2.4”. 

 
Añade que no se aplicó de forma homogénea este criterio, puesto que 

otras licitadoras (Telstar y San Jorge) recibieron la máxima puntuación pese a 
que solo declaraban nulos los costes de instalación de disponerse de 
suministro de potencia. 

 
Ahora bien, la interpretación sostenida por el recurrente no se 

corresponde con la previsión del apartado J.2.4 del anexo I del PCAP que se 
ha transcrito, sobre el que no consta impugnación ni solicitud de aclaración 
por parte del recurrente.  

 
El informe al recurso es coincidente con este parecer. Refiere al 

respecto que “La recurrente alega que su propuesta técnica declaraba que la 
instalación no requeriría obras adicionales por parte de la Universidad de León. 

 
»Sin embargo, en el desglose de su propia oferta, AVANCEM 

consignó explícitamente una partida de gastos de 400 € en concepto de 
materiales auxiliares, verificaciones y puesta en marcha del suministro. Al 
cuantificar de forma voluntaria dicho importe en el apartado correspondiente 
a la ejecución técnica e instalación, la Mesa de Contratación se vio obligada 
por el propio pliego a incluir dicha cifra en la comparación matemática.  

 
»Por el contrario, al analizar las propuestas de los competidores, 

se observa el siguiente escenario técnico reglado: 
 

»a) TELSTAR: Indicó en su memoria que la inversión 
necesaria en infraestructura para el órgano de contratación era nula, 
incluyendo en el suministro el equipamiento complementario (chiller y botella 
de GN2) preciso para el funcionamiento autónomo del sistema. El evaluador 
determinó correctamente que `los costes de instalación se declaran nulos si 
se dispone del suministro de potencia estándar´. 
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»b) SAN JORGE: Explicitó que, partiendo de la existencia 
ordinaria de la edificación, sala blanca y acometida eléctrica de 5000 W con 
climatización estándar en la Universidad, la inversión requerida sería de 0,00 
EUR. El servicio técnico validó dicha afirmación al tratarse de las condiciones 
de infraestructura de destino ordinarias del contrato. 

 
»Por consiguiente, mientras TELSTAR y SAN JORGE ofertaron un 

coste de instalación neto de cero euros (0,00 €) adaptando sus equipos de 
serie a las redes estándar de la Universidad, la recurrente AVANCEM introdujo 
un coste positivo cuantificado de 400 €. En aplicación estricta de la regla de 
proporcionalidad del pliego, al ser la única empresa que arrojó un coste 
cuantificado de instalación superior al mínimo (que fue cero), se convirtió 
automáticamente en el `máximo coste´ de la licitación en este apartado, lo 
que aboca matemáticamente a la asignación de cero (0) puntos. 

 
»No puede aceptarse el argumento de la recurrente de que estos 

400 € eran `costes internos de ejecución´ que debieron obviarse. Los pliegos 
obligan a evaluar el `coste de instalación´ de forma integral. Si un licitador 
desglosa económicamente un coste específico para las labores de instalación, 
la Administración no puede hacer caso omiso de dicha información, pues 
violaría el principio de congruencia y de estricta sujeción a los pliegos (artículo 
139 LCSP). 

 
»(…) El informe técnico del evaluador justificó motivadamente 

los factores considerados para cada empresa licitadora. La fijación de la 
puntuación responde a criterios técnicos claros recogidos en el expediente y 
extraídos del análisis literal de las memorias de cada participante. La Mesa de 
Contratación no alteró ex post las reglas de la licitación, sino que aplicó la 
fórmula proporcional fijada a partir de los datos que los propios licitadores 
aportaron en régimen de autoresponsabilidad”. 

 
De acuerdo con lo expuesto, debe desestimarse la pretensión fundada 

en la incorrecta valoración en la que se fundamenta el recurso.  
 
En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 
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III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por Advance Engineering Mademan, S.L. contra la adjudicación del 
contrato del suministro, entrega e instalación de una cámara térmica de vacío 
y lámparas para el módulo de investigación cibernética de la Universidad de 
León (expediente n.º SUM004/2026). 

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación 

de acuerdo con el artículo 57.3 de la LCSP. 
 
Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 

de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), contra esta 
resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el 
día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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